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[bookmark: _Hlk143780582]ADMINISTRACIÓN DELEGADA – Noción – Definición – Mandato – Administración y pago 

La “administración delegada” corresponde a un contrato atípico, que de acuerdo con la jurisprudencia del Consejo de Estado, se ha entendido, por lo menos, de dos maneras: i) como un mandato, es decir, como un negocio jurídico mediante el cual el contratista actúa en nombre y representación de la entidad contratante, y en contraprestación, la parte contratante delegante paga el costo real del objeto del contrato, adicionando un porcentaje por concepto de administración y utilidad del contratista; o ii) como una modalidad de administración y pago, no necesariamente asociada al mandato. 
[…]

Así pues, teniendo en cuenta que el artículo 40 de la Ley 80 de 1993 dispuso que podrán incluirse las modalidades, condiciones y, en general, las cláusulas o estipulaciones que las partes consideren necesarias y convenientes, de acuerdo con las normas civiles, comerciales, que correspondan a su esencia y naturaleza, siempre que no sean contrarias a la Constitución, la ley, el orden público y a los principios y finalidades de esta Ley y a los de la buena administración, las entidades estatales podrán celebrar la administración delegada como forma de mandato, por el cual la entidad estatal contratante –mandante– encomienda a la entidad estatal contratista –mandataria– la administración de un proyecto. 

Por otro lado, según se indicó, la administración delegada puede concebirse como una forma de pago de contratos como el de obra pública o el de interventoría. En efecto, dentro de la forma de pactar la metodología de ejecución y el precio de los contratos estatales de obra pública, las partes pueden emplear distintos sistemas, como, por ejemplo, i) el “precio global” –en el que se paga “a mano alzada” el objeto del contrato–; ii) los “precios unitarios” –en los cuales se suelen detallar los costos directos, diferenciándolos de los costos indirectos de administración (A), imprevistos (I) y utilidades (U)–, o iii) la “administración delegada”, que consiste en la modalidad en virtud de la cual el contratista recibe unos recursos destinados a cubrir los costos de un determinado proyecto –siendo lo más común que se aplique en la ejecución de obras públicas– (recursos de inversión o entregados en administración), por cuya labor obtendrá, a título de pago, unos honorarios por la administración

DOCUMENTOS TIPO – Fundamento normativo – Obligatoriedad 

El artículo 1 de la Ley 2022 de 2020 “Por la cual modifica el artículo 4 de la Ley 1882 de 2018 y se dictan otras disposiciones” otorga a la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente la competencia para adoptar los documentos tipo que serán de obligatorio cumplimiento en la actividad contractual de todas las entidades sometidas al Estatuto General de la Administración Pública.

SECTOR SOCIAL – Documentos tipo – Vigentes

Las Resoluciones 539, 540 y 541 del 21 de agosto de 2025, así como las Resoluciones 952 y 953 del 15 de diciembre de 2025, adoptadas en el sector de infraestructura social, aplican de forma transversal a las modalidades de selección indicadas y a los proyectos de infraestructura, interventoría y consultoría enmarcados dentro de los sectores educativo, de salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, en los procesos de selección cuyo aviso de convocatoria se publique a partir del 16 de febrero de 2026. 

DOCUMENTOS TIPO – Aplicación – Matriz de Experiencia 

Para establecer si determinado objeto contractual se encuentra cobijado o no por los documentos tipo, es necesario determinar si el mismo se enmarca en los tipos de infraestructura, modalidades de selección y tipos de obra estandarizadas en las respectivas matrices de experiencia. De esta manera, solo resulta obligatoria la aplicación de un documento tipo en particular cuando se ha establecido que el objeto contractual y la modalidad en la que debe contratarse están dentro del ámbito de aplicación de las resoluciones expedidas por esta Agencia mediante las cuales se adoptan documentos tipo.

Uno de los elementos comunes a los diferentes documentos tipo es la “Matriz – Experiencia”. Esta consta de unas celdas en las que se describe la experiencia requerida en relación con el objeto a contratar, definiendo además qué tipo de actividades relacionadas con cada sector deben acogerse a los pliegos tipo. Por otro lado, encontramos el “Anexo – Glosario”, el cual contiene las definiciones de los términos usados en los documentos del proceso. Utilizando estos dos documentos, la entidad estatal puede definir si el objeto a contratarse debe emplear los documentos tipo adoptados por esta Agencia.

DOCUMENTOS TIPO – Inalterabilidad – Fundamentos

(…) todas las resoluciones expedidas por la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, mediante las cuales se han adoptado los documentos tipo, consagran la regla de la inalterabilidad. Esta prohibición consiste en que las entidades estatales no pueden incluir o modificar en los Documentos del Proceso las condiciones habilitantes, los factores técnicos y económicos de escogencia y los sistemas de ponderación distintos a los señalados en los documentos tipo. En consecuencia, las condiciones establecidas en los documentos tipo son de obligatorio cumplimiento para las entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública que adelanten procesos que deban regirse por su contenido, y no pueden variarse los requisitos fijados en ellos. Por lo tanto, las entidades estatales, al realizar sus procedimientos de selección, solo podrán modificarlos en los aspectos en que los documentos tipo lo permitan.

El fundamento legal vigente de la regla de la inalterabilidad está en el artículo 1 de la Ley 2022 de 2020, según el cual “(…) serán de obligatorio cumplimiento en la actividad contractual de todas las entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública”. Pero eso no significa que antes no rigiera, pues así también lo disponía el artículo 4 de la Ley 1882 de 2018. Por vía reglamentaria, también quedó consignado en su momento el carácter inmodificable de los pliegos tipo en el artículo 1 de los Decretos 342 de 2019, Decreto 2096 de 2019 y 594 de 2020, que adicionaron, respectivamente, los artículos 2.2.1.2.6.1.4, 2.2.1.2.6.2.3 y 2.2.1.2.6.3.4 al Decreto 1082 de 2015. En esta línea, las entidades públicas deberán sujetarse de forma irrestricta a las reglas establecidas en los documentos tipo, dispuestas en las diferentes resoluciones expedidas por la Agencia, por lo que no pueden hacer excepciones bajo una supuesta discrecionalidad a estas reglas que son obligatorias.  

DOCUMENTOS TIPO – Inalterabilidad – Información en corchetes y resaltado gris 

(…) la parte introductoria de los documentos base de los documentos tipo disponen que los aspectos incluidos en corchetes y resaltados en gris –[texto de ejemplo]– deben ser diligenciados por la entidad. Excepcionalmente le corresponde al proponente consignar la información incluida en corchetes y resaltada en gris, como, por ejemplo, los formatos que requieren de la firma del proponente o su representante legal. De todos modos, en cada acápite que esté resaltado en gris la entidad tendrá la libertad de determinar la información que se diligenciará en los documentos tipo, de acuerdo con su necesidad y las instrucciones de los mismos documentos tipo. 

En suma, la regla general frente la aplicación de los documentos tipo es su inalterabilidad, y no podrán incluirse o modificarse en los documentos del proceso las condiciones habilitantes, los factores técnicos y económicos de escogencia y los sistemas de ponderación distintos a los señalados en los documentos tipo. En tal sentido, estos solo se podrán modificar respecto a aquellos contenidos que el mismo documento tipo lo permita.

Esta regla de inalterabilidad también aplica a los formatos, anexos y matrices implementados junto con el “Documento Base”, los cuales deben usarse en el procedimiento de contratación. Estos, al igual que el “Documento Base”, contienen apartes entre corchetes y resaltados en gris, los cuales deben ser diligenciados por la entidad, al igual que otros aspectos relativos a información que debe ser completada por los oferentes al hacer uso del formato. 

[bookmark: _Hlk39666823]DOCUMENTOS TIPO – Inalterabilidad – Prevalencia del derecho sustancial

La regla de inalterabilidad de los documentos tipo debe armonizase con principios de orden constitucional, especialmente con el de prevalencia del derecho sustancial, consagrado en el artículo 228 de la Constitución Política. La interpretación armónica de tales principios, a juicio de la Agencia Nacional de Contratación Pública, impide que la entidad que adelanta el proceso contractual le rinda culto a las “formas”, pues, en últimas, el deber que le asiste es el de tener en cuenta y aplicar los aspectos sustanciales de los documentos tipo, sin distingo de la formalidad de la que se sirva para ello los actores de la contratación pública. 

OFERTA ECONÓMICA – Forma de pago – Documentos tipo – Infraestructura social

El numeral 4.1 del Documento base de los documentos tipo de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2 establece lo siguiente en relación con la oferta económica:

(…)

Los párrafos que están en corchetes son notas aclaratorias o instrucciones para la entidad contratante, que deben ser seguidas sin vulnerar el carácter obligatorio y la regla de inalterabilidad de los documentos tipo. En específico, el primer inciso del numeral 4.1 dispone que la entidad debe establecer si la forma de pago corresponde a precio global, llave en mano, precios unitarios, administración delegada, reembolso de gastos o la que determine. Así, el documento base, en relación con la forma de pago, contempla diversas alternativas que pueden ser adoptadas por la entidad; no obstante, estas no tienen carácter taxativo, en la medida en que se prevé expresamente la posibilidad de que la entidad defina una modalidad distinta bajo la expresión “o la que determine”. 

En todo caso, la opción que se adopte deberá estar debidamente justificada en los estudios y documentos previos, guardar coherencia con la naturaleza y alcance del objeto contractual y asegurar la debida correspondencia con el Anexo 1 – Anexo Técnico y el Formulario 1 – Formulario de Presupuesto Oficial, en cumplimiento de los principios de planeación, transparencia y responsabilidad que rigen la contratación estatal. 

FORMULARIO 1 – Presupuesto oficial – Forma de pago

Precisamente, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, considerando que para establecer el valor y la forma de pago de los contratos de obra existen diferentes métodos, tales como: i) precios unitarios; ii) precio global; iii) llave en mano; iv) administración delegada; y v) reembolso de gastos, entre otros, ha previsto en los documentos tipo en general, y en los de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2, que el “Formulario 1 – Propuesto Oficial” sea un instrumento flexible. La entidad estatal puede utilizarlo, modificarlo o reemplazarlo por un formulario distinto, según las particularidades del proceso de contratación, siempre que no se modifiquen, alteren o contraríen las condiciones habilitantes, los factores técnicos y económicos de escogencia ni los sistemas de ponderación definidos en el documento base.

(…)

Ahora bien, cuando la entidad decida aplicar formas de pago como precio global, llave en mano, administración delegada, reembolso de gastos o cualquier otra forma de precio, podrá adecuar el Formulario 1 – Formulario del Presupuesto Oficial a las particularidades de la modalidad escogida o establecer un formulario distinto, de tal manera que cumpla su doble función. Esta posibilidad ya no constituye una atenuación del principio de inalterabilidad, sino una facultad expresamente prevista en el propio formulario, que concilia la obligatoriedad de aplicar los documentos tipo con la potestad de las entidades para definir la forma de pago de sus contratos, siempre que ello no contravenga lo dispuesto en el documento base u otros documentos tipo. No obstante, con independencia de la modalidad de pago seleccionada y de los ajustes realizados, la entidad debe publicar el formulario que servirá de base para la estructuración de las propuestas económicas.

En conclusión, en el marco de la aplicación de los documentos tipo de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2, las entidades estatales tienen la facultad de decidir la metodología de determinación del Presupuesto Oficial y el sistema de pago que consideren adecuado. Cuando opten por precios unitarios, podrán utilizar el Formulario 1 en los términos previstos o con los ajustes que requiera el proceso, sin incluir reglas contrarias al documento base, y deberán aplicar las notas 1, 2 y 3 e incluir en el pliego de condiciones las causales de rechazo relacionadas con esa modalidad.

RIESGO – Documentos tipo – Infraestructura social – Matriz 3 – Administración delegada

En este sentido, la asignación de riesgos debe responder a la naturaleza de la modalidad de pago escogida. En la administración delegada, según lo señaló el concepto C-857 de 2026, “se distinguen los costos de inversión de los honorarios del administrador”. En consecuencia, la variación de precios de materiales, mano de obra y equipos, así como los mayores costos directos no imputables al contratista, corresponden a la entidad estatal. Por la misma razón, el AIU, que en los contratos por precios unitarios cubre la administración, los imprevistos y la utilidad del contratista, no opera de igual forma en esta modalidad de pago, pues los honorarios remuneran la gestión del administrador y la entidad asume los imprevistos asociados al costo directo.

Así, la regla del numeral 4.1 del documento base, según la cual la “contemplar todos los costos directos e indirectos para la completa y adecuada ejecución de la obra del proceso, los riesgos y la administración de estos”, debe interpretarse en concordancia con la modalidad de pago. En la administración delegada, los honorarios deben cubrir los costos indirectos de administración del contratista y los riesgos que le hayan sido asignados. Al contratista le corresponden los riesgos propios de su gestión, entre ellos: i) la deficiente dirección técnica o administrativa de la obra; ii) el manejo indebido de los recursos entregados en administración; iii) los sobrecostos causados por su negligencia, incluidos los derivados de subcontrataciones mal gestionadas; y iv) los incumplimientos de calidad y plazo que le sean imputables.

ANEXO 4 – Minuta del contrato – Configuración – Forma de pago

En cuanto al “Anexo 4 – Minuta del Contrato”, la entidad debe incluir el contenido mínimo allí previsto, sin perjuicio de que pueda agregar condiciones adicionales o distintas que obedezcan a las necesidades de ejecución del contrato y no contradigan dicho anexo ni los demás Documentos Tipo. Igualmente, puede escoger entre las opciones de cláusula previstas, combinarlas o construir la suya. Al respecto, la parte introductoria del documento señala lo siguiente:

(…)

De manera específica, frente a la “Cláusula 8 de forma de pago”, esta se trata de una cláusula cuyo contenido permite el ejercicio de la discrecionalidad administrativa, de modo que la entidad puede establecer las condiciones que considere necesarias, siempre que sean proporcionales, adecuadas y convenientes. En consecuencia, puede usar cualquiera de las opciones dispuestas en el documento tipo, crear una diferente o modificar en parte cualquiera de ellas.

























Bogotá D.C., 23 de septiembre de 2026
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Doctor
Iván Mauricio Mejía Castro
Subdirector de Infraestructura
Secretaría Distrital de Hábitat
Bogotá D.C
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Estimado Doctor Mejía Castro: 
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido por la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta del 13 de agosto de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“El Instituto Distrital de las Artes -IDARTES-, a través de la Subdirección de Infraestructura, adelanta la estructuración de un proceso de Licitación Pública para la celebración de un contrato de obra cuya ejecución se realizará bajo el sistema de administración delegada, con el propósito de desarrollar la intervención integral del Teatro San Jorge, inmueble declarado Bien de Interés Cultural., ubicado en la ciudad de Bogotá D.C. 
El alcance general de la intervención comprende la ejecución de obras de restauración, conservación patrimonial, adecuación arquitectónica e instalación de sistemas especializados propios de la infraestructura escénica, cuyos principales componentes son los siguientes:
[image: ]
Mediante la Resolución No. 539 de 2025, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, adoptó la Versión 2 de los Documentos Tipo para los procesos de selección de licitación de obra pública de infraestructura social, incluidos los correspondientes al sector Cultura, Recreación y Deporte los cuales resultan aplicables a procesos contractuales como el que actualmente estructura esta entidad. 
Dentro del numeral 4.1 Oferta Económica del Pliego de Condiciones Tipo publicado por la Agencia Colombiana de Contratación Pública Colombia Compra Eficiente, se establece expresamente que la entidad contratante podrá definir, entre otras modalidades, la de administración delegada como forma de pago del contrato, en los siguientes términos:
“4.1 OFERTA ECONÓMICA
[La Entidad debe indicar si la forma de pago es por precio global, llave en mano, precios unitarios, administración delegada, reembolso de gastos o la que determine. El Anexo 1 – Anexo Técnico y el Formulario 1– Formulario de Presupuesto Oficial debe ser concordante con la modalidad de pago seleccionada]” Negrilla fuera del texto.
En consecuencia, una primera lectura de los Documentos Tipo permite concluir que su aplicación resulta obligatoria para procesos de licitación de obra pública cuya ejecución se adelante bajo la forma de pago de administración delegada, toda vez que esta fue expresamente prevista por Colombia Compra Eficiente como una de las formas de pago admisibles dentro del propio documento tipo. 
No obstante, es importante manifestar que en la administración delegada, el contratista actúa como gestor o administrador del contratante, encargándose de la dirección técnica, administrativa y financiera de la obra, sin soportar el riesgo económico derivado de las variaciones en los costos de materiales, mano de obra y equipos y demás costos directos de construcción. En esta forma de pago, es la entidad contratante quien financia directamente la ejecución de la obra y asume los costos de asociados a ella, mientras que el contratista percibe como contraprestación unos honorarios, fijos o porcentuales por la administración y gestión contractual.
En ese contexto, si bien Colombia Compra Eficiente incorporó expresamente la administración delegada como una de las modalidades de pago que puede adoptar la entidad contratante dentro del Documento Tipo, del análisis integral de los documentos, formularios, anexos y matrices que lo conforman se evidencia que gran parte de su estructura técnica, económica y de distribución de riesgos responde a un esquema propio de contratos ejecutados a precio global o precios unitarios, circunstancia que genera interrogantes sobre su aplicación cuando la ejecución del contrato se realizará bajo administración delegada. 
En particular, se identifican las siguientes situaciones:
1. Evaluación económica de las ofertas 
Los Documentos Tipo prevén que la evaluación económica de las propuestas se realice mediante la comparación del valor total ofertado por cada proponente para la ejecución de la obra, utilizando metodologías como la media geométrica, media aritmética, menor valor u otras fórmulas que permiten identificar la oferta más favorable en función del precio total de la obra. 
Sin embargo, en la licitación de obra pública bajo la forma de pago de administración delegada, la propuesta económica no recae sobre el valor de ejecución de la obra, pues los costos directos son asumidos por la entidad contratante. La oferta económica del proponente corresponde, principalmente, al valor de ejecución del proyecto y al porcentaje de los honorarios de administración, razón por la cual los mecanismos de evaluación previstos en los Documentos Tipo parecen estructurados sobre una lógica económica diferente a la propia de esta modalidad de pago.
2. Presupuesto oficial, análisis de precios unitarios y oferta económica
Los Documentos Tipo exigen como parte de la propuesta la presentación de un presupuesto de obra por capítulos, análisis de precios unitarios (APU) y demás documentos que sirven de fundamento para la evaluación económica de la oferta. No obstante, para la forma de pago por administración delegada: 
 Los análisis de precios unitarios constituyen un instrumento de planeación y estructuración del presupuesto oficial elaborado por la entidad, mas no un componente de la oferta económica del contratista. 
 El presupuesto de obra es administrado y ejecutado por cuenta de la entidad contratante, razón por la cual la exigencia de presentar APU como parte de la oferta del proponente plantea interrogantes sobre su compatibilidad con la naturaleza jurídica y económica de esta modalidad contractual.
En tal sentido, surge la inquietud sobre la forma en que deben aplicarse estas exigencias dentro de un proceso cuya ejecución se desarrollará mediante administración delegada.
3. Distribución y asignación de riesgos
Los Documentos Tipo contemplan la asignación al contratista de riesgos relacionados, entre otros, con: 
 Variaciones en los precios de materiales e insumos. 
 Variaciones en los costos de mano de obra. 
 Variaciones en los costos de equipos y maquinaria. 
 Imprevistos asociados a la ejecución de la obra. 
Sin embargo, una de las características esenciales en la obra pública con forma de pago por administración delegada consiste precisamente en que los costos directos de ejecución son financiados por la entidad contratante, quien asume las variaciones que puedan presentarse durante el desarrollo del proyecto. 
En consecuencia, la asignación al contratista de riesgos económicos propios de un contrato a precio global o a precios unitarios podría resultar incompatible con la naturaleza jurídica del contrato de obra pública bajo la modalidad de pago por administración delegada, en la medida en que terminaría trasladándole riesgos que, por definición, corresponden a la entidad contratante.
En consecuencia, las anteriores consideraciones evidencian que, si bien los Documentos Tipo adoptados mediante la Resolución No. 539 de 2025 contemplan expresamente la administración delegada como una modalidad de pago, algunos de los formularios, criterios de evaluación económica, documentos técnicos y reglas de asignación de riesgos parecen haber sido estructurados bajo presupuestos propios de contratos ejecutados a precio global o por precios unitarios. Esta circunstancia genera para la entidad una dificultad jurídica y práctica en la estructuración del proceso de selección, pues simultáneamente debe garantizar el cumplimiento del carácter obligatorio e inmodificable de los Documentos Tipo y respetar la naturaleza jurídica de la administración delegada como modalidad de pago. En ese contexto, resulta necesario conocer el criterio interpretativo de esa Agencia respecto del alcance de la aplicación de dichos documentos en procesos con estas características.
En virtud de lo anterior, amablemente solicito concepto sobre lo siguiente:
Teniendo en cuenta que la Resolución No. 539 de 2025 incorpora expresamente la administración delegada como una de las formas de pago aplicables a los procesos de licitación de obra pública, pero que los documentos, formularios, anexos y criterios de evaluación previstos en los Documentos Tipo responden, en varios de sus apartados, a la lógica propia de contratos ejecutados a precio global o por precios unitarios, ¿es acertada la interpretación realizada por esta Subdirección en el sentido de considerar que existe una incompatibilidad entre algunos de dichos instrumentos y la naturaleza jurídica y económica de la forma de pago por administración delegada?
2. Teniendo en cuenta las razones y argumentos expuestos, así como el carácter obligatorio e inmodificable de los Documentos Tipo adoptados mediante la Resolución No. 539 de 2025, y considerando las aparentes incompatibilidades identificadas entre algunos de sus formularios, criterios de evaluación y distribución de riesgos con la naturaleza jurídica y económica de la administración delegada, ¿puede el IDARTES, para la estructuración del proceso de licitación pública destinado a la intervención integral del Teatro San Jorge, inaplicar o prescindir de aquellos apartados cuya aplicación resulte materialmente incompatible con esta modalidad de pago? En caso negativo, agradeceríamos indicar cuál es el fundamento jurídico y el mecanismo que debe adoptar la entidad para armonizar dicha incompatibilidad sin desconocer el carácter obligatorio de los Documentos Tipo.
4. En particular, solicita esta entidad se sirva indicar cuáles son los criterios que deben observarse para estructurar un proceso de licitación pública bajo la modalidad de pago por administración delegada en relación con: 
a) La evaluación de la oferta económica, teniendo en cuenta que el proponente no oferta el valor de ejecución de la obra sino sus honorarios de administración. 
b) La procedencia y alcance de la exigencia de presentar presupuesto de obra, análisis de precios unitarios y demás documentos económicos previstos en los Documentos Tipo. 
c) La asignación y distribución de riesgos, particularmente aquellos asociados a las variaciones en los costos directos de ejecución de la obra. 
d) Cualquier otro lineamiento técnico o buena práctica que Colombia Compra Eficiente considere pertinente para garantizar la correcta estructuración del proceso contractual y la adecuada aplicación de los Documentos Tipo en contratos de obra cuya ejecución se adelante mediante administración delegada”. 

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad sólo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas que menciona en las preguntas de la solicitud, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Cuál es el alcance de la administración delegada en la contratación estatal?, ii) ¿Cuál es el alcance de la regla de la inalterabilidad que recae sobre los documentos tipo?, iii) ¿Cómo deben configurarse el presupuesto oficial, el Formulario 1 y la evaluación de la oferta económica en los procesos adelantados con los documentos tipo de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2, cuando la forma de pago es la administración delegada?, iv) ¿Cómo deben asignarse los riesgos en los procesos adelantados con los documentos tipo de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2, cuando la forma de pago es la administración delegada? y v) ¿Qué otros aspectos deben tenerse en cuenta al estructurar un proceso de licitación de obra pública bajo la modalidad de administración delegada con los documentos tipo de infraestructura social – versión 2?

2. Respuestas:

	i) La “administración delegada” corresponde a un contrato atípico, que de acuerdo con la jurisprudencia del Consejo de Estado, se ha entendido, por lo menos, de dos maneras: i) como un mandato, es decir, como un negocio jurídico mediante el cual el contratista actúa en nombre y representación de la entidad contratante, y en contraprestación, la parte contratante delegante paga el costo real del objeto del contrato, adicionando un porcentaje por concepto de administración y utilidad del contratista; o ii) como una modalidad de administración y pago, no necesariamente asociada al mandato. 
Respecto de la administración delegada como un mandato, es preciso señalar que la jurisprudencia del Consejo de Estado ha señalado que si bien las normas del mandato se integren al contenido del contrato de obra por administración delegada no quiere decir que el contratista obre en nombre y representación del contratante frente a terceros. Además, se reitera que la representación no es un elemento de la esencia de este negocio jurídico, como se deduce del artículo 2.177 del Código Civil, que prescribe que el “mandatario puede, en el ejercicio de su cargo, contratar a su propio nombre, caso en el cual no obliga respecto de terceros al mandante”. 
Por otro lado, la administración delegada puede ser empleada somo un sistema de pago consistente en la modalidad en virtud de la cual el contratista recibe unos recursos destinados a cubrir los costos de un determinado proyecto –siendo lo más común que se aplique en la ejecución de obras públicas– (recursos de inversión o entregados en administración), por cuya labor obtendrá, a título de pago, unos honorarios por la administración.
En consecuencia, el principio de autonomía de la voluntad de las partes, reconocido en los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993, así como en el artículo 1602 del Código Civil, es viable que las Entidades Estatales celebren contratos en los que se pacte la administración delegada de los recursos, bien como forma de mandato o modalidad de pago.
Ahora bien, en relación con su solicitud debe indicarse que, la obra pública existe con independencia de la modalidad de ejecución o de pago, sea que el objeto se ejecute a través de administración delegada o por administración de recursos, ambas categorías pertenecen a la tipología contractual del numeral 1 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993. Es decir, al margen de la nominación asignada por las partes, cualquier negocio jurídico que implique un trabajo material sobre bienes inmuebles a favor de una entidad pública, tiene la naturaleza jurídica de una obra pública. Como este contrato tiene carácter bilateral y oneroso, en los términos del inciso primero del artículo 41 del EGCAP, las obligaciones básicas dependen del acuerdo sobre el inmueble objeto de construcción, mantenimiento, instalación, reforma o demolición, por un lado, y la remuneración del contratista de acuerdo con la forma de ejecución, por el otro. 

ii) Todas las resoluciones expedidas por la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, mediante las cuales se han adoptado los documentos tipo, consagran la regla de la inalterabilidad. Esta prohibición consiste en que las entidades estatales no pueden incluir o modificar en los Documentos del Proceso las condiciones habilitantes, los factores técnicos y económicos de escogencia y los sistemas de ponderación distintos a los señalados en los documentos tipo. En consecuencia, las condiciones establecidas en los documentos tipo son de obligatorio cumplimiento para las entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública que adelanten procesos que deban regirse por su contenido, y no pueden variarse los requisitos fijados en ellos. Por lo tanto, las entidades estatales, al realizar sus procedimientos de selección, solo podrán modificarlos en los aspectos en que los documentos tipo lo permitan.
        La parte introductoria de los documentos base de los documentos tipo disponen que los aspectos incluidos en corchetes y resaltados en gris –[texto de ejemplo]– deben ser diligenciados por la entidad. Excepcionalmente le corresponde al proponente consignar la información incluida en corchetes y resaltada en gris, como, por ejemplo, los formatos que requieren de la firma del proponente o su representante legal. De todos modos, en cada acápite que esté resaltado en gris la entidad tendrá la libertad de determinar la información que se diligenciará en los documentos tipo, de acuerdo con su necesidad y las instrucciones de los mismos documentos tipo. 
En suma, la regla general frente la aplicación de los documentos tipo es su inalterabilidad, y no podrán incluirse o modificarse en los documentos del proceso las condiciones habilitantes, los factores técnicos y económicos de escogencia y los sistemas de ponderación distintos a los señalados en los documentos tipo. En tal sentido, estos solo se podrán modificar respecto a aquellos contenidos que el mismo documento tipo lo permita.
Esta regla de inalterabilidad también aplica a los formatos, anexos y matrices implementados junto con el “Documento Base”, los cuales deben usarse en el procedimiento de contratación. Estos, al igual que el “Documento Base”, contienen apartes entre corchetes y resaltados en gris, los cuales deben ser diligenciados por la entidad, al igual que otros aspectos relativos a información que debe ser completada por los oferentes al hacer uso del formato. 

iii) Durante la etapa de planeación como resultado del estudio del sector y del análisis de riesgo, la entidad debe establecer las condiciones necesarias para garantizar la ejecución del contrato, teniendo en cuenta la necesidad que pretende satisfacer, el objeto, alcance, especificaciones técnicas, forma de pago y demás aspectos inherentes al proyecto. De allí que estas condiciones, al ser fijadas por parte de la entidad, pueden implicar modificaciones a los documentos tipo, las cuales deben ser adecuadas, proporcionales y consecuentes con su contenido, respetando el principio de inalterabilidad.
El numeral 4.1 del Documento base de los documentos tipo de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2 establece lo siguiente en relación con la oferta económica:

“[La Entidad debe indicar si la forma de pago es por precio global, llave en mano, precios unitarios, administración delegada, reembolso de gastos o la que determine. El Anexo 1 – Anexo Técnico y el Formulario 1– Formulario de Presupuesto Oficial debe ser concordante con la modalidad de pago seleccionada]
[Cuando el presupuesto del Proceso de Contratación es estructurado por Precios Unitarios, la Entidad debe aplicar las notas señaladas en el Formulario 1 – Formulario de Presupuesto oficial.]
Para calificar este factor se tendrá en cuenta el valor total indicado en la propuesta económica o el obtenido de la corrección aritmética. La propuesta económica deberá ser allegada en el Sobre No. 2.
[La Entidad debe configurar el Formato de oferta económica que se encuentra en el Formulario 1 – Formulario de Presupuesto Oficial, para que sea diligenciado por los Proponentes. 
[La Entidad debe incluir el Formulario 1 – Formulario de Presupuesto Oficial y la oferta económica en formato Excel. En ningún caso la Entidad podrá incluir causales de rechazo o reglas que diferentes a las establecidas en el presente documento] 
(…)”. (enfasis fuera del texto original)

	Los párrafos que están en corchetes son notas aclaratorias o instrucciones para la entidad contratante, que deben ser seguidas sin vulnerar el carácter obligatorio y la regla de inalterabilidad de los documentos tipo. En específico, el primer inciso del numeral 4.1 dispone que la entidad debe establecer si la forma de pago corresponde a precio global, llave en mano, precios unitarios, administración delegada, reembolso de gastos o la que determine. Así, el documento base, en relación con la forma de pago, contempla diversas alternativas que pueden ser adoptadas por la entidad; no obstante, estas no tienen carácter taxativo, en la medida en que se prevé expresamente la posibilidad de que la entidad defina una modalidad distinta bajo la expresión “o la que determine”. 
En todo caso, la opción que se adopte deberá estar debidamente justificada en los estudios y documentos previos, guardar coherencia con la naturaleza y alcance del objeto contractual y asegurar la debida correspondencia con el Anexo 1 – Anexo Técnico y el Formulario 1 – Formulario de Presupuesto Oficial, en cumplimiento de los principios de planeación, transparencia y responsabilidad que rigen la contratación estatal. 
Precisamente, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, considerando que para establecer el valor y la forma de pago de los contratos de obra existen diferentes métodos, tales como: i) precios unitarios; ii) precio global; iii) llave en mano; iv) administración delegada; y v) reembolso de gastos, entre otros, ha previsto en los documentos tipo en general, y en los de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2, que el “Formulario 1 – Propuesto Oficial” sea un instrumento flexible. La entidad estatal puede utilizarlo, modificarlo o reemplazarlo por un formulario distinto, según las particularidades del proceso de contratación, siempre que no se modifiquen, alteren o contraríen las condiciones habilitantes, los factores técnicos y económicos de escogencia ni los sistemas de ponderación definidos en el documento base. 
En efecto, el Formulario 1 – Presupuesto Oficial se compone de dos secciones. En la sección dirigida a la Entidad se indica que esta “puede utilizar este Formulario de detalle del Presupuesto Oficial para determinar las condiciones bajo las cuales los Proponentes analizarán y presentarán su propuesta económica de forma detallada, sin perjuicio que la Entidad pueda modificarlo o establecer la presentación de la oferta económica con un Formulario distinto al indicado”. En la sección dirigida al Proponente se reitera esta facultad y se precisa que “(l)os Proponentes emplearán el Formulario establecido por la Entidad para determinar su propuesta económica conforme al Formulario 1 - Presupuesto Oficial publicado por la Entidad”. De esta forma, se reconoce expresamente que la entidad puede utilizar, modificar o sustituir el formulario, cualquiera que sea la forma de pago escogida.
Esta facultad no es ilimitada. El propio formulario advierte que, en caso de modificarlo, no se deben incluir causales de rechazo, reglas o parámetros contrarios a los definidos en el documento base. Como las reglas del proceso solo se encuentran en dicho documento, la entidad no puede incorporar en el formulario notas que se configuren en reglas contrarias a las allí establecidas. Las notas que se incluyan únicamente pueden ser aclaratorias para efectos del diligenciamiento del formato.
Ahora bien, cuando la entidad decida aplicar formas de pago como precio global, llave en mano, administración delegada, reembolso de gastos o cualquier otra forma de precio, podrá adecuar el Formulario 1 – Formulario del Presupuesto Oficial a las particularidades de la modalidad escogida o establecer un formulario distinto, de tal manera que cumpla su doble función. Esta posibilidad ya no constituye una atenuación del principio de inalterabilidad, sino una facultad expresamente prevista en el propio formulario, que concilia la obligatoriedad de aplicar los documentos tipo con la potestad de las entidades para definir la forma de pago de sus contratos, siempre que ello no contravenga lo dispuesto en el documento base u otros documentos tipo. No obstante, con independencia de la modalidad de pago seleccionada y de los ajustes realizados, la entidad debe publicar el formulario que servirá de base para la estructuración de las propuestas económicas.
En conclusión, en el marco de la aplicación de los documentos tipo de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2, las entidades estatales tienen la facultad de decidir la metodología de determinación del Presupuesto Oficial y el sistema de pago que consideren adecuado. Cuando opten por precios unitarios, podrán utilizar el Formulario 1 en los términos previstos o con los ajustes que requiera el proceso, sin incluir reglas contrarias al documento base, y deberán aplicar las notas 1, 2 y 3 e incluir en el pliego de condiciones las causales de rechazo relacionadas con esa modalidad.
Por el contrario, cuando se opte por otra modalidad de pago, ya sea precio global, llave en mano, administración delegada, reembolso de gastos o cualquier otra forma de precio, la entidad podrá ajustar el Formulario 1 o establecer un formulario distinto que cumpla su doble finalidad de servir como formato del presupuesto oficial y para la presentación de las ofertas, de acuerdo con las particularidades de la forma de pago escogida. En este evento, en principio, se deberá prescindir de las causales de rechazo de los literales N, O y P en el pliego de condiciones, pues están establecidas para procesos con precios unitarios. Lo anterior sin perjuicio de que la causal del literal P, relativa a los procesos cuyo precio se estructura con la metodología del AIU, pueda aplicarse en contratos que no se estructuren por precios unitarios cuando en ellos se utilice dicha metodología, aunque el AIU suele emplearse principalmente en contratos por precios unitarios.
	Por otra parte, de acuerdo con el numeral “4.1.4 Determinación del método para la ponderación de la propuesta económica”, del documento base de los Documentos Tipo de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2, el método de ponderación de la propuesta económica se determinará entre las siguientes alternativas: i) mediana con valor absoluto; ii) media geométrica; iii) media aritmética baja; y iv) menor valor.
Estos métodos están diseñados para ponderar la oferta económica con independencia del esquema de estructuración definido por la entidad, es decir, cualquiera que sea la forma de pago adoptada: precios unitarios, precio global, llave en mano, administración delegada, reembolso de gastos, entre otras. En consecuencia, y en armonía con la facultad que los documentos tipo otorgan a la entidad para utilizar, ajustar o sustituir el Formulario 1 – Propuesta económica según la modalidad de pago seleccionada, corresponde a la entidad configurar dicho formulario de manera que permita identificar con claridad el componente económico que será objeto de evaluación durante el proceso de selección, conforme a las reglas definidas en el documento base.

El artículo 4 de la Ley 1150 de 2007, obliga a las entidades estatales a estimar, tipificar y asignar los riesgos previsibles involucrados en la contratación dentro de los pliegos de condiciones o en sus equivalentes. 
En este sentido, la asignación de riesgos debe responder a la naturaleza de la modalidad de pago escogida. En la administración delegada, según lo señaló el concepto C-857 de 2026, “se distinguen los costos de inversión de los honorarios del administrador”. En consecuencia, la variación de precios de materiales, mano de obra y equipos, así como los mayores costos directos no imputables al contratista, corresponden a la entidad estatal. Por la misma razón, el AIU, que en los contratos por precios unitarios cubre la administración, los imprevistos y la utilidad del contratista, no opera de igual forma en esta modalidad de pago, pues los honorarios remuneran la gestión del administrador y la entidad asume los imprevistos asociados al costo directo.
Así, la regla del numeral 4.1 del documento base, según la cual la “contemplar todos los costos directos e indirectos para la completa y adecuada ejecución de la obra del proceso, los riesgos y la administración de estos”, debe interpretarse en concordancia con la modalidad de pago. En la administración delegada, los honorarios deben cubrir los costos indirectos de administración del contratista y los riesgos que le hayan sido asignados. Al contratista le corresponden los riesgos propios de su gestión, entre ellos: i) la deficiente dirección técnica o administrativa de la obra; ii) el manejo indebido de los recursos entregados en administración; iii) los sobrecostos causados por su negligencia, incluidos los derivados de subcontrataciones mal gestionadas; y iv) los incumplimientos de calidad y plazo que le sean imputables.
De esta forma, en los documentos tipo de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2, la matriz de riesgos del proceso debe reflejar esta distribución. La Matriz 3 – Riesgos de la versión 2 no contiene riesgos preasignados y dispone que la entidad debe diligenciarla “teniendo en cuenta la naturaleza del Contrato”. Sin embargo, incorpora una regla residual según la cual corresponde al contratista asumir los riesgos previsibles propios de este tipo de contratación, siempre que no estén expresamente a cargo de la entidad. Por lo anterior, en la administración delegada la entidad debe asumir de manera expresa en la matriz los riesgos de variación de los costos directos, pues de lo contrario estos quedarían a cargo del contratista por aplicación de dicha regla residual.

v. Además de lo anterior, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente considera que los siguientes aspectos son relevantes al estructurar procesos bajo la modalidad de administración delegada.
En cuanto al “Anexo 4 – Minuta del Contrato”, la entidad debe incluir el contenido mínimo allí previsto, sin perjuicio de que pueda agregar condiciones adicionales o distintas que obedezcan a las necesidades de ejecución del contrato y no contradigan dicho anexo ni los demás Documentos Tipo. Igualmente, puede escoger entre las opciones de cláusula previstas, combinarlas o construir la suya. 
De manera específica, frente a la “Cláusula 8 de forma de pago”, esta se trata de una cláusula cuyo contenido permite el ejercicio de la discrecionalidad administrativa, de modo que la entidad puede establecer las condiciones que considere necesarias, siempre que sean proporcionales, adecuadas y convenientes. En consecuencia, puede usar cualquiera de las opciones dispuestas en el documento tipo, crear una diferente o modificar en parte cualquiera de ellas.
Por lo tanto, cuando la entidad opte por la administración delegada, podrá configurar la cláusula de forma de pago y las demás cláusulas que lo permitan de acuerdo con las particularidades de esta modalidad, por ejemplo, distinguiendo el pago de los costos directos de la obra del pago de los honorarios del administrador, y regulando el manejo de los recursos entregados en administración, la rendición de cuentas y la aprobación de subcontratos, siempre que no contradiga el contenido mínimo del anexo ni los demás documentos tipo.

Finalmente, debe advertirse que, el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la contratación de las entidades estatales debe ser realizado por quienes tengan interés en ello. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

i. La “administración delegada” corresponde a un contrato atípico, que de acuerdo con la jurisprudencia del Consejo de Estado, se ha entendido, por lo menos, de dos maneras: i) como un mandato, es decir, como un negocio jurídico mediante el cual el contratista actúa en nombre y representación de la entidad contratante, y en contraprestación, la parte contratante delegante paga el costo real del objeto del contrato, adicionando un porcentaje por concepto de administración y utilidad del contratista; o ii) como una modalidad de administración y pago, no necesariamente asociada al mandato. 
Al respecto, el Consejo de Estado se refirió a la administración delegada en el contrato de obra pública así: 

“El contrato de obra pública por administración delegada no constituye una figura nueva en el derecho colombiano como que de él ya se ocupaba tanto el artículo 85 del decreto 150 de 1976, como los artículos 90 a 100 del decreto 222 de 1983. Este negocio jurídico es entendido como aquel en el que el contratista, por cuenta y riesgo de la entidad pública contratante se encarga de la ejecución del objeto convenido, o lo que es igual, bajo este sistema el contratista actúa a nombre y por cuenta del contratante delegante. 
Bajo este sistema la administración paga el costo real de la obra, más determinado porcentaje como retribución al contratista por concepto de honorarios de administración (en los que se incluyen costos de personal, oficinas, vehículos, desplazamientos etc.) y la utilidad”[footnoteRef:2].  [2:  Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 06 de junio de 2007. Radicación No. 25000-23-26-000-1996-02482-01(17.253). Consejera Ponente: Ruth Stella Correa Palacio.
] 


En este mismo contexto, la Sección cuarta del Consejo de Estado precisó que la administración delegada reviste de la misma esencia de la relación contractual propia del mandato, en el entendido de que el contratista representa, administra y gestiona el contrato[footnoteRef:3]. Por ello, el contratista recibe como valor del contrato los recursos de inversión o entregados en administración y los honorarios, imponiéndosele, en virtud del principio de transparencia, el deber de identificar con claridad cada uno de estos valores y de rendirle cuentas a la entidad contratante, como a los órganos de control, si estos lo solicitan. Así lo ha señalado la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado: [3:  Consejo de Estado, Sección Cuarta, de fecha 16 de septiembre de 2010. Consejera Ponente: CP. Carmen Teresa Ortiz Exp. 16605.
] 


“Según la jurisprudencia del Consejo de Estado (sección tercera, sentencias de 12 de septiembre de 1994 y 23 de marzo de 1995), el sistema de administración delegada se realiza ‘por cuenta y riesgo del contratante’, por lo cual coloca al contratista en la posición de un representante que no contrae obligaciones a nombre propio sino del contratante, salvo en tratándose de subcontratos, o sea cuando el contratista encomienda la ejecución de parte del objeto del contrato a un tercero, pues en este evento el subcontratista se vincula en forma directa e independiente con el contratista.
Se comprende entonces que corresponda a la entidad contratante suministrar los fondos necesarios para el cumplimiento de las funciones u obligaciones del contratista; fondos que el administrador delegado manejará bajo su propia responsabilidad, con la obligación de rendir cuentas a la entidad respectiva y a la Contraloría General de la República. Adicionalmente, también se podrán suministrar al contratista equipos y elementos de propiedad de la entidad contratante”[footnoteRef:4]. [4:  Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto de 7 febrero de 1997, Rad. 934, C. P. Javier Henao Hidrón. 
 ] 


Posteriormente, el Consejo de Estado, en su Sala de consulta y servicio civil[footnoteRef:5], indicó que los contratos de administración delegada, se puede pactar la ejecución de un proyecto en su totalidad, donde la Entidad Estatal mantiene la titularidad de éste y de los dineros destinados para su ejecución, mientras que el contratista sólo los administra y ejecuta a cambio de una contraprestación, que cuando se entrega a título de pago, se desplaza al patrimonio del contratista sin ningún condicionamiento.  [5:  Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil en concepto 2298 del 8 de marzo de 2017. Consejero Ponente: Edgar González López.
] 

En este contexto, es preciso citar la sentencia del 20 de noviembre de 2020[footnoteRef:6], que reiteró que si bien las normas del mandato se integren al contenido del contrato de obra por administración delegada no quiere decir que el contratista obre en nombre y representación del contratante frente a terceros. Sobre el tema, la providencia reiteró que la representación no es un elemento de la esencia de este negocio jurídico, como se deduce del artículo 2.177 del Código Civil, que prescribe que el “mandatario puede, en el ejercicio de su cargo, contratar a su propio nombre, caso en el cual no obliga respecto de terceros al mandante”.  De igual forma, el inciso segundo del artículo 1.262 del Código de Comercio también contempla que “el mandato [comercial] puede conllevar o no la representación del mandante”.  [6:  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, en sentencia del 20 de noviembre de 2020. Consejero Ponente: José Roberto Sáchica Méndez. Exp. 47201.
] 

En ese sentido, la providencia en cita indicó que el elemento esencial que se debe observar del contrato de mandato es que el mandatario obra por cuenta del mandante en cumplimiento de su gestión. Esto quiere decir que, los efectos patrimoniales de los actos que ejecute el mandatario en su administración se radican en cabeza del mandante siempre que no se exceda en los límites de su encargo, como se deduce de los artículos 2.186 del Código Civil y 1.266 del Código de Comercio[footnoteRef:7].  [7:  En este sentido, la jurisprudencia de la Subsección ha destacado que “[d]os de los elementos descriptores que tanto la legislación civil como la mercantil comparten en torno al mandato aluden a i) que la gestión confiada se hace por cuenta y riesgo del mandante y ii) los actos ejercidos por el mandatario no obligan al mandante si han excedido los límites del encargo”. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A. Sentencia del 1 de octubre de 2018. Exp. 57.897. C.P Marta Nubia Velásquez Rico. ] 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia ha dicho que el mandato puede constituir representación o no, y que cuando las partes optan que se ejerza sin representación conlleva que:

 “entre mandante y terceros no surjan vínculos jurídicos y carezcan, por ende, de legitimación para emprender acciones judiciales entre sí. No obstante, esto no quiere decir que el sustituido se mantenga totalmente al margen de la situación y que los resultados del negocio no lo alcancen: (…) aunque obra frente a terceros en nombre propio, sigue haciéndolo por cuenta ajena, la del mandante, y a riesgo de éste, cual lo define el reseñado artículo 1262 del Código de Comercio, de modo que sobre su patrimonio habrán de recaer, en últimas, los resultados del acto”[footnoteRef:8].  [8:  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia del 17 de abril de 2007. Magistrado Ponente. Pedo Octavio Munar Cadena.  Exp. 00645. 
] 


 En sentencia del 15 de octubre de 2021[footnoteRef:9], el Consejo de Estado precisó que la administración delegada involucra la realización o ejecución de la obra encomendada junto con la administración de los fondos, por lo que el administrador delegado ejerce las funciones propias de un intermediario al realizar su gestión por cuenta y riesgo del mandante, propietario de la obra, pero, a su vez, despliega las obligaciones propias del contrato de confección de obra material, cuyo objeto es la ejecución de la obra contratada dentro de las especificaciones y plazos convenidos.  [9:   Consejo de Estado, Sala de Lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, en sentencia del 15 de octubre de 2021. Consejera Ponente: Myriam Stella Gutiérrez Argüello. Exp. 24376.] 

[bookmark: _Hlk186720228]Recientemente, el Consejo de Estado en sentencia del 20 de junio de 2023, reiterando lo expuesto por esta corporación frente a la esencia del mandato en la administración delegada, señaló lo siguiente: 

“En el contrato de obra por administración delegada, el administrador delegado, se encarga, por cuenta y riesgo del contratante, de la ejecución del objeto convenido, figura que por ende entraña la relación contractual propia del mandato, pues en los términos del artículo 2142 del Código Civil, el contratante “confía la gestión de uno más negocios a otra por cuenta y riesgo de la primera”, y con ocasión de la ejecución del encargo, el mandatario, a su vez y como regla general, contrata en nombre del mandante; no obstante, la regla general antes indicada tiene su excepción, pues tal como es dispuesto por el artículo 2177 ejusdem, el mandatario “puede, en el ejercicio de su cargo, contratar a su propio nombre o al del mandante” y “si contrata a su propio nombre no obliga respecto de terceros al mandante[footnoteRef:10]” [10:  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, en sentencia del 20 de junio de 2023. Consejero Ponente: José Roberto Sáchica Méndez. Exp. 61.174
] 


Así mismo, sobre la subcontratación en el marco de la administración delegada, indico que “aunque el administrador delegado tiene como obligación esencial tomar bajo su responsabilidad la dirección técnica de la obra, la cual es de propiedad de la entidad estatal, “en el evento de que el administrador delegado celebre subcontratos para efectos de la ejecución del objeto convenido, él será el único responsable de los mismos”[footnoteRef:11]. En este sentido, si bien la administración delegada implica la realización o ejecución de la obra encomendada, junto con la administración de los fondos, en caso de que se celebren subcontratos no se genera una relación jurídica entre la entidad contratante y los terceros.  [11:  Ibidem.
] 

De igual forma, vale la pena señalar lo expuesto por la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 18 de octubre de 2023, en el cual se precisa que el contrato de administración delegada es de los llamados contratos atípicos o innominados, de modo que, al no estar regulados, necesariamente debe consultarse lo pactado por las partes y desentrañar las intenciones y objetivos que acordaron al suscribir el acuerdo [footnoteRef:12].  [12:  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 18 de octubre de 2023. Magistrado Ponente. Iván Mauricio Lenis Gómez.  Rad. 91382] 

Así pues, teniendo en cuenta que el artículo 40 de la Ley 80 de 1993 dispuso que podrán incluirse las modalidades, condiciones y, en general, las cláusulas o estipulaciones que las partes consideren necesarias y convenientes, de acuerdo con las normas civiles, comerciales, que correspondan a su esencia y naturaleza, siempre que no sean contrarias a la Constitución, la ley, el orden público y a los principios y finalidades de esta Ley y a los de la buena administración, las entidades estatales podrán celebrar la administración delegada como forma de mandato, por el cual la entidad estatal contratante –mandante– encomienda a la entidad estatal contratista –mandataria– la administración de un proyecto. 
Por otro lado, según se indicó, la administración delegada puede concebirse como una forma de pago de contratos como el de obra pública o el de interventoría. En efecto, dentro de la forma de pactar la metodología de ejecución y el precio de los contratos estatales de obra pública, las partes pueden emplear distintos sistemas, como, por ejemplo, i) el “precio global” –en el que se paga “a mano alzada” el objeto del contrato–; ii) los “precios unitarios” –en los cuales se suelen detallar los costos directos, diferenciándolos de los costos indirectos de administración (A), imprevistos (I) y utilidades (U)–, o iii) la “administración delegada”, que consiste en la modalidad en virtud de la cual el contratista recibe unos recursos destinados a cubrir los costos de un determinado proyecto –siendo lo más común que se aplique en la ejecución de obras públicas– (recursos de inversión o entregados en administración), por cuya labor obtendrá, a título de pago, unos honorarios por la administración. Sobre este aspecto, la doctrina ha señalado lo siguiente:  

“La administración delegada es una modalidad de pago poco usada en la actualidad, pero, al fin y al cabo, empleada ocasionalmente. En ella el contratista se compromete a ejecutar un trabajo, pero con los recursos económicos, materiales y/o la maquinaria del Estado. Desde este punto de vista se diferencia sustancialmente del precio global y del unitario, donde lo normal es que el contratista pone estos recursos para ejecutar el trabajo.
[…]
Los aspectos claves de este negocio, en función del precio, tienen que ver con el hecho de que la entidad estatal asume la obligación de poner el dinero para que el contratista compre los materiales, pague el arriendo de la maquinaria, del personal de trabajo, y demás elementos necesarios para la construcción; y el contratista se compromete a construir con estos recursos puestos a su disposición; no se le paga un precio unitario o global, sino una administración, por el hecho de poner su conocimiento y esfuerzo al servicio de la construcción de una obra, la cual ejecuta con los recursos del Estado[footnoteRef:13]” [13:  MARÍN CORTÉS, Fabián. El precio. Medellín: Librería Jurídica Sánchez, Centro de Estudios de Derecho Administrativo –CEDA–, 2012, pp. 149-150.
] 


De igual forma, se ha señalado que “en la administración delegada el contratista se compromete a construir una obra y la entidad estatal asume los valores de los subcontratos que debe celebrar el contratista para cumplir con el objeto, con un valor adicional que corresponde a los honorarios de administración (costos de personal, oficinas, vehículos, etc) y la utilidad”. De esta forma, se refiere a este sistema de pago como el de costes y costas: “Coste” comprende todos los gastos de construcción (materiales, mano de obra, ect); “costas” comprende la utilidad del cocontratante. La suma de estos rubros traduce el precio de la obra”[footnoteRef:14]. [14:  PINO RICCI, Jorge. El régimen jurídico de los contratos estatales. Universidad Externado de Colombia. Bogotá, 2005. pp. 423.] 

En consecuencia, el principio de autonomía de la voluntad de las partes, reconocido en los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993, así como en el artículo 1602 del Código Civil, es viable que las Entidades Estatales celebren contratos en los que se pacte la administración delegada de los recursos, bien como forma de mandato o modalidad de pago. 
Finalmente, en relación con su solicitud debe indicarse que, la obra pública existe con independencia de la modalidad de ejecución o de pago, sea que el objeto se ejecute a través de administración delegada o por administración de recursos, ambas categorías pertenecen a la tipología contractual del numeral 1 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993. Es decir, al margen de la nominación asignada por las partes, cualquier negocio jurídico que implique un trabajo material sobre bienes inmuebles a favor de una entidad pública, tiene la naturaleza jurídica de una obra pública. Como este contrato tiene carácter bilateral y oneroso, en los términos del inciso primero del artículo 41 del EGCAP, las obligaciones básicas dependen del acuerdo sobre el inmueble objeto de construcción, mantenimiento, instalación, reforma o demolición, por un lado, y la remuneración del contratista de acuerdo con la forma de ejecución, por el otro. 

ii. El artículo 1 de la Ley 2022 de 2020 “Por la cual modifica el artículo 4 de la Ley 1882 de 2018 y se dictan otras disposiciones” otorga a la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente la competencia para adoptar los documentos tipo que serán de obligatorio cumplimiento en la actividad contractual de todas las entidades sometidas al Estatuto General de la Administración Pública.
Con sustento en esta competencia, esta Agencia expidió diversos grupos de documentos tipo aplicables principalmente a la contratación de obras públicas de infraestructura de transporte, de agua potable y saneamiento básico y social, para interventoría y consultoría de estudios de ingeniería, pero también, para la celebración de convenios solidarios con Juntas de Acción Comunal y para los procesos de gestión catastral con enfoque multipropósito. De conformidad con las modalidades de selección establecidas en el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, estos documentos tipo se han expedido para las modalidades de selección de licitación pública, selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, concurso de méritos y contratación directa.
En el sector social, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente en el segundo semestre del año 2025 adoptó las siguientes Resoluciones para contratar obra pública y concurso de méritos:
i) Resolución 539 del 21 de agosto de 2015 “Por la cual se adopta la versión -2- de los documentos tipo para los procesos de selección de licitación de obra pública del sector de infraestructura social y se deroga la Resolución 219 de 2021; se adoptan los documentos tipo complementarios para los procesos de licitación de obra pública de infraestructura social relacionados con los sectores de educación, salud, cultura, recreación y deporte - versión 2 y se derogan las Resoluciones 220, 392 у 454 de 2021; y se adoptan los documentos tipo complementarios para los procesos de licitación de obra pública de infraestructura social relacionados con los sectores institucional y vivienda”.
 ii) Resolución 540 del 21 de agosto de 2025 “Por la cual se adoptan los documentos tipo para los procesos de selección abreviada de menor cuantía de obra pública de infraestructura social; y los documentos tipo complementarios para los procesos de selección abreviada de menor cuantía de obra pública de infraestructura social relacionados con los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda”.
iii) Resolución 541 del 21 de agosto de 2025 “Por la cual se adoptan los documentos tipo para los procesos de mínima cuantía de obra pública de infraestructura social; y los documentos tipo complementarios para los procesos de mínima cuantía de obra pública de infraestructura social relacionados con los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda”. 
iv) Resolución 952 del 15 de diciembre de 2025 “Por la cual se adoptan los documentos tipo para los procesos de selección de concurso de méritos, para contratar la consultoría de estudios de ingeniería de infraestructura social; que agrupa los sectores de educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda”.
v) Resolución 953 del 15 de diciembre de 2025 “Por la cual se adopta la versión - 2 de los documentos tipo transversales para los procesos de concurso de méritos para contratar la interventoría de obras públicas de infraestructura social, los documentos tipo complementarios para los procesos de concurso de méritos para contratar la interventoría de obras públicas de infraestructura social relacionados con el sector educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda y se deroga la Resolución 798 del 29 de diciembre de 2023". 
Las Resoluciones 539, 540 y 541 del 21 de agosto de 2025, así como las Resoluciones 952 y 953 del 15 de diciembre de 2025, adoptadas en el sector de infraestructura social, aplican de forma transversal a las modalidades de selección indicadas y a los proyectos de infraestructura, interventoría y consultoría enmarcados dentro de los sectores educativo, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, en los procesos de selección cuyo aviso de convocatoria se publique a partir del 16 de febrero de 2026[footnoteRef:15]. [15:  Resolución 539 del 21 de agosto de 2025, artículo 23. “Vigencia. La presente resolución rige a partir de su publicación y aplicará a los procedimientos de selección de licitación de obra pública de infraestructura social en los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, cuyo aviso de convocatoria sea publicado a partir del 16 de febrero de 2026”.

Resolución 540 del 21 de agosto de 2025, artículo 22. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su publicación y aplicará a los procedimientos de selección abreviada de menor cuantía de obra pública de infraestructura social de los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, cuyo aviso de convocatoria sea publicado a partir del 16 de febrero de 2026.

Resolución 541 del 21 de agosto de 2025, artículo 22. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su publicación y aplicará a los procedimientos de mínima cuantía de obra pública de infraestructura de los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, cuyo aviso de convocatoria sea publicado a partir del 16 de febrero de 2026.

Resolución 952 del 15 de diciembre de 2025, artículo 22. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su publicación, y aplicará para los procesos de selección de concurso de méritos para contratar la consultoría de estudios de ingeniería de infraestructura social en los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, cuyo aviso de convocatoria se publique a partir del 16 de febrero de 2026.

Resolución 953 del 15 de diciembre de 2025, artículo 22. Vigencia y derogatorias. La presente resolución rige a partir de su publicación, deroga la Resolución 798 del 29 de diciembre de 2023 y sus modificaciones posteriores, y aplicará para los procesos de selección de concurso de méritos para contratar la interventoría de obras públicas de infraestructura social en los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, cuyo aviso de convocatoria se publique a partir del 16 de febrero de 2026.] 

Para establecer si determinado objeto contractual se encuentra cobijado o no por los documentos tipo, es necesario determinar si el mismo se enmarca en los tipos de infraestructura, modalidades de selección y tipos de obra estandarizadas en las respectivas matrices de experiencia. De esta manera, solo resulta obligatoria la aplicación de un documento tipo en particular cuando se ha establecido que el objeto contractual y la modalidad en la que debe contratarse están dentro del ámbito de aplicación de las resoluciones expedidas por esta Agencia mediante las cuales se adoptan documentos tipo.
Uno de los elementos comunes a los diferentes documentos tipo es la “Matriz – Experiencia”. Esta consta de unas celdas en las que se describe la experiencia requerida en relación con el objeto a contratar, definiendo además qué tipo de actividades relacionadas con cada sector deben acogerse a los pliegos tipo. Por otro lado, encontramos el “Anexo – Glosario”, el cual contiene las definiciones de los términos usados en los documentos del proceso. Utilizando estos dos documentos, la entidad estatal puede definir si el objeto a contratarse debe emplear los documentos tipo adoptados por esta Agencia.
La Matriz – Experiencia, cumple una doble función: Por un lado, sirve para estandarizar las condiciones de experiencia, conforme al parágrafo 7 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007. De otro lado, dicha matriz permite determinar el ámbito de aplicación de los documentos tipo respecto de objetos contractuales asociados, ya que son las actividades descritas en esta las que, obligatoriamente, deben contratarse aplicando documentos tipo.
De esta manera, para saber a qué actividades deben aplicarse los documentos tipo de licitación de obra pública de infraestructura social expedidos por esta Agencia, la entidad debe verificar que estos apliquen para la modalidad de selección en la que debe celebrarse el proceso, subsumiendo el objeto a contratar en los tipos de proyectos de infraestructura a contratarse. Por tanto, si el objeto contractual a ejecutar se encuadra materialmente dentro de alguno de los tipos actividades concretas señaladas en cada una de las matrices de experiencia, se tendrán que aplicar estos documentos tipo para los mencionados sectores −según corresponda−, mientras que en el caso contrario no será forzosa su aplicación.

iii. Todas las resoluciones[footnoteRef:16] expedidas por la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, mediante las cuales se han adoptado los documentos tipo, consagran la regla de la inalterabilidad. Esta prohibición consiste en que las entidades estatales no pueden incluir o modificar en los Documentos del Proceso las condiciones habilitantes, los factores técnicos y económicos de escogencia y los sistemas de ponderación distintos a los señalados en los documentos tipo. En consecuencia, las condiciones establecidas en los documentos tipo son de obligatorio cumplimiento para las entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública que adelanten procesos que deban regirse por su contenido, y no pueden variarse los requisitos fijados en ellos. Por lo tanto, las entidades estatales, al realizar sus procedimientos de selección, solo podrán modificarlos en los aspectos en que los documentos tipo lo permitan. [16: 
 En cuanto a las resoluciones vigentes, dicha regla se observa en el artículo 3 de las Resoluciones 248 de 2020, 249 de 2020, 269 de 2020, 219 de 2021, 220 de 2021, 392 de 2021, 454 de 2021, 333 de 2022, 358 de 2023, 798 de 2023, 456 de 2024, 463 de 2024, 464 de 2024, 725 de 2024, 726 de 2024, 539 de 2025, entre otras. 
] 

El fundamento legal vigente de la regla de la inalterabilidad está en el artículo 1 de la Ley 2022 de 2020, según el cual “(…) serán de obligatorio cumplimiento en la actividad contractual de todas las entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública”. Pero eso no significa que antes no rigiera, pues así también lo disponía el artículo 4 de la Ley 1882 de 2018. Por vía reglamentaria, también quedó consignado en su momento el carácter inmodificable de los pliegos tipo en el artículo 1 de los Decretos 342 de 2019, Decreto 2096 de 2019 y 594 de 2020, que adicionaron, respectivamente, los artículos 2.2.1.2.6.1.4, 2.2.1.2.6.2.3 y 2.2.1.2.6.3.4 al Decreto 1082 de 2015. En esta línea, las entidades públicas deberán sujetarse de forma irrestricta a las reglas establecidas en los documentos tipo, dispuestas en las diferentes resoluciones expedidas por la Agencia, por lo que no pueden hacer excepciones bajo una supuesta discrecionalidad a estas reglas que son obligatorias.  
La inalterabilidad de los documentos tipo es una manifestación en mayor grado de las potestades regladas, lo cual implica una reducción de la discrecionalidad de la Administración en el momento de tomar una decisión en el proceso de contratación[footnoteRef:17]. Cada entidad pública sujeta a los documentos tipo deberá hacer una aplicación o constatación irrestricta de las reglas y condiciones dispuestas en estos, salvo que las mismas posibilitan la discrecionalidad en determinados aspectos.  [17:  En torno a las potestades regladas, García de Enterría y Ramón Fernández manifiestan: “El ejercicio de las potestades regladas reduce a la Administración a la constatación (accertamento, en el expresivo concepto italiano) del supuesto de hecho legalmente definido de manera completa y aplicar en presencia del mismo lo que la propia Ley ha determinado también agotadoramente […] La decisión en que consista el ejercicio de la potestad es obligatoria en presencia de dicho supuesto y su contenido no puede ser configurado libremente por la Administración, sino que ha de limitarse a lo que la propia Ley ha previsto sobre ese contenido de modo preciso y completo” (GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo; y RAMÓN FERNÁNDEZ, Tomas. Curso de derecho administrativo. Tomo I. Madrid: Civitas, 1997. pp. 444-445)
] 

Además, las entidades estatales deben garantizar el principio de economía, del cual se desprende que no pueden exigir documentos o requisitos más allá de los que permitan la Constitución, la ley y los reglamentos. Este postulado ha sido recogido no solo en la contratación estatal[footnoteRef:18] sino además en la normativa antitrámites[footnoteRef:19]; pues se inscribe dentro de la tendencia de simplificación y racionalización de los procedimientos administrativos. De ahí que cuando las autoridades solicitan la entrega de documentación innecesaria, desconocen el principio de economía. [18:  El artículo 25, numeral 1º de la Ley 80 de 1993 establece que “En las normas de selección y en los pliegos de condiciones para la escogencia de contratistas, se cumplirán y establecerán los procedimientos y etapas estrictamente necesarios para asegurar la selección objetiva de la propuesta más favorable. Para este propósito, se señalarán términos preclusivos y perentorios para las diferentes etapas de la selección y las autoridades darán impulso oficioso a las actuaciones”.
]  [19:  En efecto, el artículo 5 del Decreto 019 de 2012 prevé lo siguiente: “Las normas de procedimiento administrativo deben ser utilizadas para agilizar las decisiones; los procedimientos se deben adelantar en el menor tiempo y con la menor cantidad de gastos de quienes intervienen en ellos; las autoridades administrativas y los particulares que cumplen funciones administrativas no deben exigir más documentos y copias que los estrictamente necesarios, ni autenticaciones ni notas de presentación personal sino cuando la ley lo ordene en forma expresa, o tratándose de poderes especiales. En tal virtud, las autoridades deberán proceder con austeridad y eficiencia, optimizar el uso del tiempo y de los demás recursos, procurando el más alto nivel de calidad en sus actuaciones y la protección de los derechos de las personas”.] 

Otro aspecto sobre el principio que inalterabilidad que debe destacarse es que, sin mínimos inalterables, los documentos tipo, estándar o normalizados, sencillamente, perderían sus características. Bajo riesgo de señalar una obviedad, se debe decir que la definición del término estándar es “Que sirve como tipo, modelo, norma, patrón o referencia”[footnoteRef:20]. Si las autoridades pudiesen agregar, eliminar o modificar todos y cada uno de los aspectos contenidos en los pliegos tipo, estos documentos, llanamente, no podrían ser llamados pliegos tipo.  [20:  Diccionario de la Real Academia Española, versión online disponible en: https://dle.rae.es/est%C3%A1ndar, consultado el 2 de junio de 2020. ] 

	De otra parte, a la luz de los objetivos perseguidos, si la normativa permitiera la alteración de todo el documento tipo, sería imposible verificar en la práctica las ventajas perseguidas por el legislador. Así, por ejemplo, si cada autoridad pudiese rediseñar por completo el documento, la transparencia del sistema de compras públicas no sería mayor con la introducción de la estandarización de documentos. De similar manera, bajo la hipótesis de trabajo referida, las entidades podrían modificar todo el contenido del pliego, retornando a una de las prácticas que se buscó eliminar: la elaboración de “pliegos sastre”, que eliminan la competencia. En ese orden, si se permite ilimitadamente introducir ajustes, las entidades estatales podrían reintroducir los sesgos interpretativos incorrectos que se buscó erradicar con la introducción de la herramienta analizada. 
	Con base en lo dicho, se observa con toda claridad la necesidad de que existan unos mínimos inalterables que permitan, de un lado, que los pliegos tipo sean propiamente tales y, del otro, que se garanticen los fines expresamente perseguidos por el legislador con su introducción al ordenamiento nacional.
No obstante, la parte introductoria de los documentos base de los documentos tipo disponen que los aspectos incluidos en corchetes y resaltados en gris –[texto de ejemplo]– deben ser diligenciados por la entidad. Excepcionalmente le corresponde al proponente consignar la información incluida en corchetes y resaltada en gris, como, por ejemplo, los formatos que requieren de la firma del proponente o su representante legal. De todos modos, en cada acápite que esté resaltado en gris la entidad tendrá la libertad de determinar la información que se diligenciará en los documentos tipo, de acuerdo con su necesidad y las instrucciones de los mismos documentos tipo. 
En suma, la regla general frente la aplicación de los documentos tipo es su inalterabilidad, y no podrán incluirse o modificarse en los documentos del proceso las condiciones habilitantes, los factores técnicos y económicos de escogencia y los sistemas de ponderación distintos a los señalados en los documentos tipo. En tal sentido, estos solo se podrán modificar respecto a aquellos contenidos que el mismo documento tipo lo permita.
Esta regla de inalterabilidad también aplica a los formatos, anexos y matrices implementados junto con el “Documento Base”, los cuales deben usarse en el procedimiento de contratación. Estos, al igual que el “Documento Base”, contienen apartes entre corchetes y resaltados en gris, los cuales deben ser diligenciados por la entidad, al igual que otros aspectos relativos a información que debe ser completada por los oferentes al hacer uso del formato. 
Con todo, la regla de inalterabilidad de los documentos tipo debe armonizarse con principios de orden constitucional, especialmente con el de prevalencia del derecho sustancial, consagrado en el artículo 228 de la Constitución Política. La interpretación armónica de tales principios, a juicio de la Agencia Nacional de Contratación Pública, impide que la entidad que adelanta el proceso contractual le rinda culto a las “formas”, pues, en últimas, el deber que le asiste es el de tener en cuenta y aplicar los aspectos sustanciales de los documentos tipo, sin distingo de la formalidad de la que se sirva para ello los actores de la contratación pública. 
En relación con el principio constitucional sub examine, la Corte Constitucional explica que “(…) por disposición del artículo 228 Superior, las formas no deben convertirse en un obstáculo para la efectividad del derecho sustancial, sino que deben propender por su realización. Es decir, que las normas procesales son un medio para lograr la efectividad de los derechos subjetivos y no fines en sí mismas”[footnoteRef:21].  [21:  Cita tomada de la providencia del 20 de febrero de 2020, dictada por el Consejo de Estado. Sección Tercera. Subsección A, dentro del expediente 47001-23-33-000-2018-00035-01 (63.854), cuya ponente fue Marta Nubia Velásquez Rico.
] 

El carácter inalterable de los documentos tipo no puede, por tanto, hacerse extensivo a los aspectos meramente formales de tales documentos, esto es, el tamaño y tipo de letra, las márgenes o las expresiones que pretenden hacer más comprensible el documento, como es el caso de aquellas que informan que una expresión larga será referida con otra similar pero más corta. Lo anterior considerando que estos aspectos en nada afectan la aplicación y alcance de los documentos tipos, es decir, no afectan su contenido esencial y, mucho menos, las obligaciones, deberes y derechos que se derivan para las partes contratantes.

iii. Durante la etapa de planeación como resultado del estudio del sector y del análisis de riesgo, la entidad debe establecer las condiciones necesarias para garantizar la ejecución del contrato, teniendo en cuenta la necesidad que pretende satisfacer, el objeto, alcance, especificaciones técnicas, forma de pago y demás aspectos inherentes al proyecto. De allí que estas condiciones, al ser fijadas por parte de la entidad, pueden implicar modificaciones a los documentos tipo, las cuales deben ser adecuadas, proporcionales y consecuentes con su contenido, respetando el principio de inalterabilidad.
El numeral 4.1 del Documento base de los documentos tipo de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2 establece lo siguiente en relación con la oferta económica:

“[La Entidad debe indicar si la forma de pago es por precio global, llave en mano, precios unitarios, administración delegada, reembolso de gastos o la que determine. El Anexo 1 – Anexo Técnico y el Formulario 1– Formulario de Presupuesto Oficial debe ser concordante con la modalidad de pago seleccionada]
[Cuando el presupuesto del Proceso de Contratación es estructurado por Precios Unitarios, la Entidad debe aplicar las notas señaladas en el Formulario 1 – Formulario de Presupuesto oficial.]
Para calificar este factor se tendrá en cuenta el valor total indicado en la propuesta económica o el obtenido de la corrección aritmética. La propuesta económica deberá ser allegada en el Sobre No. 2.
[La Entidad debe configurar el Formato de oferta económica que se encuentra en el Formulario 1 – Formulario de Presupuesto Oficial, para que sea diligenciado por los Proponentes. 
[La Entidad debe incluir el Formulario 1 – Formulario de Presupuesto Oficial y la oferta económica en formato Excel. En ningún caso la Entidad podrá incluir causales de rechazo o reglas que diferentes a las establecidas en el presente documento] 
(…)”. (enfasis fuera del texto original)

	Los párrafos que están en corchetes son notas aclaratorias o instrucciones para la entidad contratante, que deben ser seguidas sin vulnerar el carácter obligatorio y la regla de inalterabilidad de los documentos tipo. En específico, el primer inciso del numeral 4.1 dispone que la entidad debe establecer si la forma de pago corresponde a precio global, llave en mano, precios unitarios, administración delegada, reembolso de gastos o la que determine. Así, el documento base, en relación con la forma de pago, contempla diversas alternativas que pueden ser adoptadas por la entidad; no obstante, estas no tienen carácter taxativo, en la medida en que se prevé expresamente la posibilidad de que la entidad defina una modalidad distinta bajo la expresión “o la que determine”. 
En todo caso, la opción que se adopte deberá estar debidamente justificada en los estudios y documentos previos, guardar coherencia con la naturaleza y alcance del objeto contractual y asegurar la debida correspondencia con el Anexo 1 – Anexo Técnico y el Formulario 1 – Formulario de Presupuesto Oficial, en cumplimiento de los principios de planeación, transparencia y responsabilidad que rigen la contratación estatal. 
Precisamente, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, considerando que para establecer el valor y la forma de pago de los contratos de obra existen diferentes métodos, tales como: i) precios unitarios; ii) precio global; iii) llave en mano; iv) administración delegada; y v) reembolso de gastos, entre otros, ha previsto en los documentos tipo en general, y en los de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2, que el “Formulario 1 – Propuesto Oficial” sea un instrumento flexible. La entidad estatal puede utilizarlo, modificarlo o reemplazarlo por un formulario distinto, según las particularidades del proceso de contratación, siempre que no se modifiquen, alteren o contraríen las condiciones habilitantes, los factores técnicos y económicos de escogencia ni los sistemas de ponderación definidos en el documento base. Al respecto en el documento se señala lo siguiente:

	Formulario 1 – Propuesta económica (Entidad):
“[La Entidad puede utilizar este Formulario de detalle del Presupuesto Oficial para determinar las condiciones bajo las cuales los Proponentes analizarán y presentarán su propuesta económica de forma detallada, sin perjuicio que la Entidad pueda modificarlo o establecer la presentación de la oferta económica con un Formulario distinto al indicado.]
Formulario 1 – Propuesta económica (Proponente):
[La Entidad puede utilizar este Formulario de presentación de Propuesta Económica de forma detallada, sin perjuicio que la Entidad pueda modificarlo o establecer la presentación de la oferta económica con un Formulario distinto al indicado.]
[Los Proponentes emplearán el Formulario establecido por la Entidad para determinar su propuesta económica conforme al Formulario 1 - Presupuesto Oficial publicado por la Entidad]
[En caso de modificar el formulario, es importante tener en cuenta que no se deben incluir causales de rechazo, reglas o parámetros contrarios a los definidos en el documento base. Los términos el proceso solo se encuentran en el Documento Base, por lo que la Entidad no deberá incluir ningún tipo de notas que se configuren en reglas contrarias a las definidas en dicho documento, las notas únicamente pueden ser aclaratorias para efectos del diligenciamiento del formato]”.

En efecto, el Formulario 1 – Presupuesto Oficial se compone de dos secciones. En la sección dirigida a la Entidad se indica que esta “puede utilizar este Formulario de detalle del Presupuesto Oficial para determinar las condiciones bajo las cuales los Proponentes analizarán y presentarán su propuesta económica de forma detallada, sin perjuicio que la Entidad pueda modificarlo o establecer la presentación de la oferta económica con un Formulario distinto al indicado”. En la sección dirigida al Proponente se reitera esta facultad y se precisa que “(l)os Proponentes emplearán el Formulario establecido por la Entidad para determinar su propuesta económica conforme al Formulario 1 - Presupuesto Oficial publicado por la Entidad”. De esta forma, se reconoce expresamente que la entidad puede utilizar, modificar o sustituir el formulario, cualquiera que sea la forma de pago escogida.
Esta facultad no es ilimitada. El propio formulario advierte que, en caso de modificarlo, no se deben incluir causales de rechazo, reglas o parámetros contrarios a los definidos en el documento base. Como las reglas del proceso solo se encuentran en dicho documento, la entidad no puede incorporar en el formulario notas que se configuren en reglas contrarias a las allí establecidas. Las notas que se incluyan únicamente pueden ser aclaratorias para efectos del diligenciamiento del formato.
Ahora bien, cuando la entidad decida aplicar formas de pago como precio global, llave en mano, administración delegada, reembolso de gastos o cualquier otra forma de precio, podrá adecuar el Formulario 1 – Formulario del Presupuesto Oficial a las particularidades de la modalidad escogida o establecer un formulario distinto, de tal manera que cumpla su doble función. Esta posibilidad ya no constituye una atenuación del principio de inalterabilidad, sino una facultad expresamente prevista en el propio formulario, que concilia la obligatoriedad de aplicar los documentos tipo con la potestad de las entidades para definir la forma de pago de sus contratos, siempre que ello no contravenga lo dispuesto en el documento base u otros documentos tipo. No obstante, con independencia de la modalidad de pago seleccionada y de los ajustes realizados, la entidad debe publicar el formulario que servirá de base para la estructuración de las propuestas económicas.
En conclusión, en el marco de la aplicación de los documentos tipo de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2, las entidades estatales tienen la facultad de decidir la metodología de determinación del Presupuesto Oficial y el sistema de pago que consideren adecuado. Cuando opten por precios unitarios, podrán utilizar el Formulario 1 en los términos previstos o con los ajustes que requiera el proceso, sin incluir reglas contrarias al documento base, y deberán aplicar las notas 1, 2 y 3 e incluir en el pliego de condiciones las causales de rechazo relacionadas con esa modalidad.
Por el contrario, cuando se opte por otra modalidad de pago, ya sea precio global, llave en mano, administración delegada, reembolso de gastos o cualquier otra forma de precio, la entidad podrá ajustar el Formulario 1 o establecer un formulario distinto que cumpla su doble finalidad de servir como formato del presupuesto oficial y para la presentación de las ofertas, de acuerdo con las particularidades de la forma de pago escogida. En este evento, en principio, se deberá prescindir de las causales de rechazo de los literales N, O y P[footnoteRef:22] en el pliego de condiciones, pues están establecidas para procesos con precios unitarios. Lo anterior sin perjuicio de que la causal del literal P, relativa a los procesos cuyo precio se estructura con la metodología del AIU, pueda aplicarse en contratos que no se estructuren por precios unitarios cuando en ellos se utilice dicha metodología, aunque el AIU suele emplearse principalmente en contratos por precios unitarios. [22:  Documento base, numeral 1.15 “Causales de rechazo:

(…)

N. [Incluir solo cuando la forma de pago sea por precios unitarios] No ofrecer el valor de un precio unitario u ofrecerlo en cero (0) pesos. 

O. [Incluir solo cuando la forma de pago sea por precios unitarios] Superar el valor unitario de alguno o algunos de los siguientes ítems ofrecidos con respecto al valor establecido para cada ítem del Presupuesto Oficial: [La Entidad debe incluir esta causal cuando la forma de pago sea por precios unitarios y cuando considere necesario establecer ítems del Presupuesto Oficial cuyo valor no pueda ser excedido por el Proponente. Cuando decida incluirla, identificará en este espacio los ítems frente a los cuales aplicará la causal de rechazo] 

[Para la aplicación de esta causal la Entidad debe tener en cuenta que el valor unitario establecido en el Formulario 1 – Formulario de Presupuesto Oficial incluye el valor de AIU] 

P. [Esta causal aplica de acuerdo con la configuración de la oferta económica por parte de la Entidad] No discriminar en la oferta económica el porcentaje de AIU en la forma como lo establece el Pliego de Condiciones y el Formulario 1 – Formulario de Presupuesto Oficial. 

[Se entiende que el Proponente discrimina en la oferta económica el porcentaje de AIU cuando señala el porcentaje (%) correspondiente a la Administración, los Imprevistos y la Utilidad. En ningún caso la Entidad rechazará la oferta por no presentar el desglose del AIU.]”. 
] 

	Por otra parte, de acuerdo con el numeral “4.1.4 Determinación del método para la ponderación de la propuesta económica”, del documento base de los Documentos Tipo de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2, el método de ponderación de la propuesta económica se determinará entre las siguientes alternativas: i) mediana con valor absoluto; ii) media geométrica; iii) media aritmética baja; y iv) menor valor.
Estos métodos están diseñados para ponderar la oferta económica con independencia del esquema de estructuración definido por la entidad, es decir, cualquiera que sea la forma de pago adoptada: precios unitarios, precio global, llave en mano, administración delegada, reembolso de gastos, entre otras. En consecuencia, y en armonía con la facultad que los documentos tipo otorgan a la entidad para utilizar, ajustar o sustituir el Formulario 1 – Propuesta económica según la modalidad de pago seleccionada, corresponde a la entidad configurar dicho formulario de manera que permita identificar con claridad el componente económico que será objeto de evaluación durante el proceso de selección, conforme a las reglas definidas en el documento base.

iv. El artículo 4 de la Ley 1150 de 2007, obliga a las entidades estatales a estimar, tipificar y asignar los riesgos previsibles involucrados en la contratación dentro de los pliegos de condiciones o en sus equivalentes. Los interesados pueden pronunciarse sobre esa asignación mediante observaciones al proyecto de pliego y en la audiencia de asignación de riesgos.
En este sentido, la asignación de riesgos debe responder a la naturaleza de la modalidad de pago escogida. En la administración delegada, según lo señaló el concepto C-857 de 2026, “se distinguen los costos de inversión de los honorarios del administrador”. En consecuencia, la variación de precios de materiales, mano de obra y equipos, así como los mayores costos directos no imputables al contratista, corresponden a la entidad estatal. Por la misma razón, el AIU, que en los contratos por precios unitarios cubre la administración, los imprevistos y la utilidad del contratista, no opera de igual forma en esta modalidad de pago, pues los honorarios remuneran la gestión del administrador y la entidad asume los imprevistos asociados al costo directo.
Así, la regla del numeral 4.1 del documento base, según la cual la “contemplar todos los costos directos e indirectos para la completa y adecuada ejecución de la obra del proceso, los riesgos y la administración de estos”, debe interpretarse en concordancia con la modalidad de pago. En la administración delegada, los honorarios deben cubrir los costos indirectos de administración del contratista y los riesgos que le hayan sido asignados. Al contratista le corresponden los riesgos propios de su gestión, entre ellos: i) la deficiente dirección técnica o administrativa de la obra; ii) el manejo indebido de los recursos entregados en administración; iii) los sobrecostos causados por su negligencia, incluidos los derivados de subcontrataciones mal gestionadas; y iv) los incumplimientos de calidad y plazo que le sean imputables.
De esta forma, en los documentos tipo de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2, la matriz de riesgos del proceso debe reflejar esta distribución. La Matriz 3 – Riesgos de la versión 2 no contiene riesgos preasignados y dispone que la entidad debe diligenciarla “teniendo en cuenta la naturaleza del Contrato”. Sin embargo, incorpora una regla residual según la cual corresponde al contratista asumir los riesgos previsibles propios de este tipo de contratación, siempre que no estén expresamente a cargo de la entidad. Por lo anterior, en la administración delegada la entidad debe asumir de manera expresa en la matriz los riesgos de variación de los costos directos, pues de lo contrario estos quedarían a cargo del contratista por aplicación de dicha regla residual.

v. Además de lo anterior, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente considera que los siguientes aspectos son relevantes al estructurar procesos bajo la modalidad de administración delegada.
En cuanto al “Anexo 4 – Minuta del Contrato”, la entidad debe incluir el contenido mínimo allí previsto, sin perjuicio de que pueda agregar condiciones adicionales o distintas que obedezcan a las necesidades de ejecución del contrato y no contradigan dicho anexo ni los demás Documentos Tipo. Igualmente, puede escoger entre las opciones de cláusula previstas, combinarlas o construir la suya. Al respecto, la parte introductoria del documento señala lo siguiente:
“[La Entidad debe incluir el contenido mínimo del presente Documento. Podrá incluir condiciones adicionales que no contradigan lo dispuesto en el presente Anexo. En todo caso, las condiciones adicionales deberán obedecer a las necesidades de ejecución del contrato, definidas por la Entidad. En algunas cláusulas la Entidad podrá escoger entre algunas opciones de cláusula, podrá combinar opciones o podrá construir su propia cláusula, esto se indicará de manera clara cuando a ello haya lugar (…)”. 

De manera específica, frente a la “Cláusula 8 de forma de pago”, esta se trata de una cláusula cuyo contenido permite el ejercicio de la discrecionalidad administrativa, de modo que la entidad puede establecer las condiciones que considere necesarias, siempre que sean proporcionales, adecuadas y convenientes. En consecuencia, puede usar cualquiera de las opciones dispuestas en el documento tipo, crear una diferente o modificar en parte cualquiera de ellas.
Por lo tanto, cuando la entidad opte por la administración delegada, podrá configurar la cláusula de forma de pago y las demás cláusulas que lo permitan de acuerdo con las particularidades de esta modalidad, por ejemplo, distinguiendo el pago de los costos directos de la obra del pago de los honorarios del administrador, y regulando el manejo de los recursos entregados en administración, la rendición de cuentas y la aprobación de subcontratos, siempre que no contradiga el contenido mínimo del anexo ni los demás documentos tipo.

vi. Finalmente, debe advertirse que, el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la contratación de las entidades estatales debe ser realizado por quienes tengan interés en ello. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.
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5.Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Sobre contratos cuyo objeto se contempla la administración delegada de recursos esta entidad se ha pronunciado en los conceptos C-593 de del 9 de octubre de 2020, C-691 del 27 de noviembre de 2020, C-173 del 23 de abril de 2021, C-021 de 24 de febrero de 2023, C-160 de 2023, C-911 del 31 de diciembre de 2024, C-134 del 24 de febrero de 2025 C-228 del 27 de marzo de 2025, C-597 del 17 de junio de 2026, entre otros.

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se pronunció sobre el ámbito de aplicación de los documentos tipo de infraestructura social, en los conceptos C-375 del 27 de septiembre de 2021, C-536 del 29 de septiembre de 2021, P20210826007696 del 6 de octubre de 2021, C-729 del 24 de enero de 2022, C-090 del 16 de marzo de 2022, C-287 del 11 de mayo de 2022, C-334 del 25 de mayo de 2022, C-344 del 9 de junio de 2022, C-436 del 6 de julio de 2022, C-951 del 18 enero de 2023,C-231 del 30 de junio de 2023, C-587 del 23 de octubre de 2024,	C-636 del 1 de noviembre de 2024, C-777 del 9 de diciembre de 2024, C-971 del 21 de enero de 2025 y C-1813 del 31 de diciembre de 2025, entre otros. 

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, se ha pronunciado sobre la regla de la inalterabilidad de los documentos tipo en los siguiente conceptos:C-058 del 8 de marzo de 2022, C-657 del 11 de octubre de 2022, C-051 del 28 de abril de 2023, C-513 del 7 de octubre de 2024, C-730 del 27 de noviembre de 2024, C-870 del 15 de diciembre de 2024, C-092 del 4 de marzo de 2025, C-110 del 7 de marzo de 2025, C-133 del 10 de marzo de 2025, C-241 del 14 de marzo de 2025, C-283 del 14 de abril de 2025, C-302 del 21 de abril de 2025, C-386 del 22 de abril de 2025, C-322 del 25 de abril de 2025, C-325 del 25 de abril de 2025, C-342 del 25 de abril de 2025, C-365 del 2 de mayo de 2025, C497 del 5 de junio de 2025, C-522 del 9 de junio de 2025, C-562 del 19 de junio de 2025, C-582 del 25 de junio de 2025, C-960 del 26 de agosto de 2026 entre otros.

Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual. Accede a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/ .

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica"

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,
[image: ]
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